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           I. Introducción

                 A partir de la segunda mitad del siglo XX comienzan a darse los grandes avances tecnológicos y científicos en materia informática como fueron: primero, la aparición de la computadora, con un nuevo tratamiento de la información mediante su ingreso, procesamiento y su recupero bajo la forma de documento informático o electrónico. Luego cuando a la computadora se conectó el teléfono se instaló la red
. A partir de la década del 70, la red tuvo un enorme desarrollo que se manifiesta en la creación y en el desarrollo de Internet. En los años 90, Internet sólo era utilizado por los técnicamente iniciados, sin embargo, en lo inmediato su uso se fue haciendo masivo y cada vez más accesible.

                 Estos grandes sucesos tecnológicos vienen suscitando significativos cambios que provocan una revolución digital en el mundo del conocimiento y de la comunicación, de ahí, que estamos viviendo la nueva “cultura virtual” o mejor aun la “civilización de la red”. 
                  En efecto, el transporte informático de datos en el mundo -principalmente en Europa. EE.UU. y Japón- tiene un aumento permanente y, su desarrollo va de la mano con el enorme crecimiento del comercio electrónico. 

                  En esta realidad cibernética de la Web, las comunicaciones virtuales en el mundo son prácticamente instantáneas (e-mails, chat, messenger, foros etc.), lo cual implica un importante ahorro de tiempo, papel y sin firma para que desde nuestros hogares o de nuestros trabajos podamos celebrar cualquier contratación. Todo ello, provoca grandes impactos en todos los planos: humano, cultural, social, económico, estratégico y jurídico.

                Con alcance global dado la índole de esta cuestión, en lo jurídico, se viene haciendo hincapié en dar mayor confianza a los usuarios de la red.  Entre otras, una herramienta legal
 representa el documento digital y firma digital mediante las cuales se otorga una mayor seguridad virtual al documento electrónico.
                Es por ello, que en esta ponencia vamos a abordar la necesidad de la regulación procesal de las pruebas científicas, con particular referencia, a la prueba informática: documento electrónico, documento digital y firma digital.
              II. Pruebas científicas: Prueba Informática: Documento electrónico. Documento Digital y Firma Digital-Aspectos procesales en Argentina y MERCOSUR
                Adolfo Alvarado Velloso enseña que existe en la actualidad un vocabulario jurídico multívoco que da lugar al equívoco, puesto que al mismo e idéntico vocablo se le asignan diversos significados, a la inversa, se usan varias voces con raíces diferentes para nombrar a un mismo fenómeno jurídico
               
               De ahí, que vemos la necesidad de definir a las pruebas científicas, y con este propósito señalamos que “…consisten en que el juez utilice elementos de convicción, que por ser el producto de los avances tecnológicos, están más allá del saber del hombre común”
.
              Las pruebas científicas
, comprenden: a)  pruebas biológicas cuando el órgano de prueba es una persona humana, tenga calidad de parte o no, y b) pruebas informáticas o electrónicas que importa el tratamiento cibernético de la información
 dando lugar a la elaboración del documento electrónico o documento digital
.

              Al respecto, Guastavino
 sostiene que la prueba informática “es la que resulta del tratamiento automático de la información, a través de elaboradores electrónicos, basados en las regla de la cibernética”

              En esta misma línea, Enrique M. Falcón expresa que:” informática (palabra formada por otras dos:información-automática), especialmente en el campo jurídico, es un conjunto de disciplinas (lógica, información, comunicación, computación, derecho, etc.) amalgamadas para producir rápidamente datos, ordenación, transacciones, de modo automático, naturalmente sin forma y, por razón de la computación, a través de circuitos electrónicos”
 (ejemplificando: los cajeros automáticos en lo cuales existe el diálogo informático de un usuario con computadora
, como también las telecomunicaciones de computadora a computadora
). 
            A su vez, el documento electrónico, según la Comisión de Expertos sobre el Documento Electrónico, su naturaleza jurídica y valor probatorio de la Subsecretaria de Justicia de la Nación es “un documento gestado con intervención de un ordenador, ciñéndose incluso al caso a que el ordenador no forma, sino que documenta una regulación de intereses en otros instrumentos o en otras formas” 
. 
           El documento electrónico, en sentido amplio abarca la modalidad de los soportes informáticos, al igual que los soportes tecnológicos que reproducen la palabra, la imagen y el sonido, al microfilm
 y a otros medios técnicos semejantes.
           El documento electrónico carece de firma y ello lo diferencia del documento, instrumento privado y público, cuyo requisito esencial de validez es la firma (art. 1012 C.Civil). Sin embargo, la falta de firma de los documentos electrónicos no los excluye como elementos de prueba, más si requiere que dichos documentos electrónicos sean admitidos o reconocidos por la persona a quien se le atribuyen
.       
En Argentina, en el ámbito del derecho sustantivo, en las distintas ramas se ha regulado al documento electrónico
.

 Con mayor especificidad la Ley Nac. de Firma Digital, Ley  25.506/2001 y sus modificatorias, en el art. 5, prescribe: Se entiende por documento digital a la representación digital de actos, o de hechos, con independencia del soporte utilizado para su fijación, almacenamiento o archivo. Un documento digital también satisface el requerimiento de escritura.

Aquí, la propia ley nos da un acabado concepto del documento digital. Lo importante es que esta preceptiva legal tiene como particularidad la amplitud necesaria, que exige el permanente progreso tecnológico. En efecto, no se regula un soporte único para el documento electrónico, sino se abarca a todos los soportes, los cuales a su vez, podrán corresponder a las fases de fijación, almacenamiento y archivo de los datos electrónicos.
 También, la Ley 25.506 regula a la firma digital
 (art. 2) y firma electrónica
(art.5).
 La firma digital es un proceso criptográfico que le otorga seguridad virtual y jurídica a un documento electrónico. Funciona con dos llaves- pública y privada- que se contratan a una autoridad certificante o de certificación que puede ser pública o privada. La llave secreta es privada y sólo la utiliza el remitente. Mientras que la llave publica es conocida y la usa el receptor o destinatario para descifrar la firma digital. El receptor, también recibe un certificado de la autoridad certificadora que certifican la autenticidad del documento digital y la identificación de su autor. 
Al decir de Vaz Flores
 la firma digital permite determinar:

· Autenticación: la firma digital identifica al firmante del documento digital;

· Seguridad: no se falsifica exitosamente;

· Alteraciones: se pueden detectar los cambios que haya sufrido el documento digital. Asimismo, como un mayor resguardo se utiliza con la firma digital el sello temporal de cuando que realizada;

· Autoría: el firmante al utilizar la firma digital en un documento digital efectúa todo un proceso que hacen a su identificación y aceptación  de dicho documento, 
  En Argentina, en el ámbito procesal sea a nivel nacional o provincial, aun no se ha legislado el documento electrónico en el proceso civil, De ahí, que su incorporación al proceso judicial se realiza por vía de los medios de prueba innominados.
 
  En nuestra opinión, la legislación procesal sobre soportes informáticos, ópticos, magnéticos, etc., deberá proyectarse en base a los principios específicos de prueba: admisibilidad, libertad y pertinencia y, en lo que hace a su ofrecimiento, recepción y valoración. 

   Inclusive, con respecto al valor probatorio del documento electrónico debemos señalar que la eficacia de su fuerza de convicción se supedita al sistema de la sana crítica racional, pudiendo el juez hacerse auxiliar con peritajes de expertos, consultas científicas o técnicas, etc. A la par, es conveniente, que los jueces cuando apliquen la sana crítica racional, tengan en cuenta las siguientes reglas:

A. Se le pide a quien pretende valerse del registro, que muestre que el equipo utilizado era de naturaleza que cabe lógicamente esperar de él un correcto funcionamiento.

Habrá que demostrar que el equipo fue diseñado para las tareas que se le encomendaron, que los diversos elementos del soporte físicos eran compatibles y que la dotación lógica era la apropiada.
       B. Habrá que probar que al hacer entrar información en la computadora se aplicaron procedimientos apropiados para la exactitud del registro, por ejemplo: que las inserciones se hicieron en el curso ordinario de los negocios, en el momento o razonablemente cerca del momento, en que se produjo el acontecimiento registrado.
       C.   Deberá demostrar que el método de almacenamiento, elaboración de la información y preparación de la salida impresa, es decir la programación, el manejo y el control de la computadora, era el indicado para garantir la fiabilidad del registro
   
 Es interesante, rescatar que el reciente Código Procesal Civil y Comercial de la Prov. de Río incorpora el uso de medios electrónicos y telemáticos, incluyendo la firma digital y en materia de notificaciones
.

 Por último,  a  nivel de MERCOSUR, el Protocolo de Olivos que regula el Mecanismo de Solución de Controversias y su modificatoria por Res.24/03 del GMC- el “Reconocimiento de la eficacia jurídica del documento electrónico, la firma electrónica y la firma electrónica avanzada
 en el ámbito del MERCOSUR” tienen por finalidad reconocer- en las condiciones de esta resolución-, la eficacia jurídica de los documentos electrónicos, de la firma electrónica y de la firma electrónica avanzada en el MERCOSUR, contribuyendo a su utilización. Y, precisamente, a los fines, de la firma electrónica avanzada tiene como objetivo alcanzar que los estados partes de MERCOSUR
., suscriban Acuerdos de Reconocimiento Mutuo de las firmas electrónicas y certificados digitales.

   III.   Reflexiones –propuestas
I. Propiciamos, en lo que respecta al documento electrónico,    las siguientes conclusiones:
1. De lege ferenda: A los fines de subsanar las actuales lagunas que existen sobre el documento electrónico en el proceso civil, proponemos que con amplitud de criterios, sin reglamentarismos y casuismos se regule como un medio de prueba nominado el documento electrónico en los ordenamientos procesales civil y comercial de la Nación y provincias, con un criterio de amplitud y sin casuismos. Los lineamientos básicos de esta regulación de procesal son precisamente los principios específicos de la prueba: admisibilidad, libertad y pertinencia que deben regir el trámite al que deberán sujetarse el tribunal y las partes cuando se presenten en juicio dichos documentos electrónicos a los fines de establecer del reconocimiento de sus efectos jurídicos cuando es admitida como válida por las partes que la utilizan o es aceptada por la persona a quien fuese opuesto el documento a ella vinculado.
2. De legue lata: El documento electrónico se admite en el proceso civil, como un medio de prueba innominado dado la falta de su expresa regulación en los ordenamientos procesales.
 II. Asimismo, propiciamos, en particular en lo que respecta a firma digital, las siguientes conclusiones:

1. La firma digital es una especie dentro del género de las firmas electrónicas.

2. La firma digital por el criterio del equivalente funcional se asimila con la firma manuscrita (Art.3 de la Ley 25.506 y sus modificatorias).

3. El documento digital con firma digital tiene autenticidad (Art. 9 de la Ley 25.506 y sus modificatorias), mientras que el documento digital con firma electrónica, no.  Este último, podrá alcanzarla por falta de impugnación o por su reconocimiento. 
4. Las normas sobre carga de la prueba deben fijarse por la apariencia de autenticidad del documento y   por acuerdo de partes. 
5. La firma digital tiene tutela legal, a través, del sistema de presunciones juris tantum que establece la Ley Nac. 25.506 y sus modificatorias. Dichas presunciones son: de autoría (art.7), de integridad (art.8) y de no desconocimiento del origen (art.10).   Mientras, que en la firma electrónica se aplican las presunciones judiciales. En todo lo demás, debe aplicarse el sistema de la sana crítica racional.
III. Por último, propiciamos, en lo que hace a la firma digital en MERCOSUR, la siguiente conclusión:

1. Es necesario que estas reformas procesales cualquiera sea su ámbito de aplicación: provincias, nación y MERCOSUR   tengan un mismo alcance global y se asienten en los ya referidos principios específicos de la prueba electrónica o digital, dado que la heterogeneidad de normativa en la materia puede obstaculizar gravemente el normal uso de las comunicaciones.
( Miembro Titular del Tribunal de Disciplina de Abogados de la Provincia de Córdoba. Doctora en Derecho y Ciencias Sociales.   Profesora  Titular de la Cát. “A” de Teoría General del Proceso y  Profesora Titular de la Cát. “B” de Derecho Procesal Civil de la UNC.,  Miembro de la Comisión Directiva del Área sobre Estudios de América Latina –A.E.A.L. Profesora Titular de la  Cátedra de Derecho Procesal Civil y Laboral de la UNLAR . Par Evaluadora  y  Docente Investigadora (UNC.) Categoría 1 de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria- CONEAU. Vice-Presidente del Tribunal de Disciplina de Abogados de la prov. de Córdoba





� Internet, al decir de Mauricio Devoto, es según la Internet Society  “una red global de redes que posibilita a computadoras de todo tipo comunicarse en forma directa y transparente y compartir servicios a través de la mayor parte del mundo. Por ser la Internet un enorme activo, permitiendo capacidad para tantas personas y organizaciones; también constituye un recurso global compartido de información, conocimiento, y medios de colaboración y cooperación entre incontables diferentes comunidades”. Y, según, la Enciclopedia Británica, “Internet es una red que conecta varias redes de computadoras y está basada en un sistema de direccionamiento común y un protocolo denominado TCPIC(Transmisión Control Protocol/Internet Protocol). Desde su creación en 1983 ha crecido enormemente más allá de su vasto origen académico convirtiéndose en un medio crecientemente comercial y popular. Hacia mediados de los ’90’ Internet ya conectaba millones de computadoras distribuidas alrededor del mundo. Variadas redes comerciales de computadoras y servicios de datos también proveían al menos conexión indirecta a la Internet” (Comercio Electrónico y firma digital-La regulación del Ciberespacio y las estrategias globales, La Ley, Buenos Aires, 1ªquincena de 2001, p.100-101, nota 2: http: //www.isoc.org.). 





 


�  Como dato útil señalamos que en Argentina, la Const. Nac., con la reforma de 1994, arts. 33 y 43, la Const. de la Prov. de Córdoba, Art. 50 y la Ley Nac. 25.326 de Protección de Datos personales. Hábeas data, regulan el derecho a la privacidad y conjuntamente dan tutela a los datos de los usuarios de Internet.





� ALVARADO VELLOSO, Adolfo, Introducción al estudio del Derecho Procesal, 1ªParte, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 1989, p.30


� Avila Paz de Robledo, Rosa A., Pruebas Científicas en Homenaje Escuela Procesal de Córdoba,  Marcos Lerner Editora Córdoba, Córdoba, noviembre de 1995, tºII, p.543.


� En las XI Jornadas Nacionales Bonaerenses de Derecho Civil, Comercial y Procesal, del 21-06-2007, con relación a las pruebas científicas se dieron estas conclusiones: 


I. Se entiende por prueba científica aquella que otorga una mayor certeza en sus conclusiones, por el aporte de conocimientos técnicos y científicos. 


II. Esa característica no significa que el juez esté eximido de controlar tanto el procedimiento de producción de esa prueba, como el discurso o razonamiento del perito o experto que aporta la conclusión. 


III. Se propicia un criterio amplio en la admisión de los avances técnicos o científicos como medios de prueba.


   Fuente: � HYPERLINK "http://www.lexisnexis.com.ar/Noticias/MostrarNoticiaNew.asp?tipo=1&cod=6554" ��http://www.lexisnexis.com.ar/Noticias/MostrarNoticiaNew.asp?tipo=1&cod=6554� consulta 9-7-2007.


� Un diagnóstico de nuestra actual realidad en esta temática, da que en Argentina,   el número de conexiones de banda ancha ascendió de 132.681, en diciembre de 2002, a 1.729.498, en junio pasado (primera y última medición del Indec, respectivamente). Además se acaba de romper la barrera de los 10 megabytes de velocidad de tráfico, contra un máximo de 512 kilobytes de hace apenas un lustro (Ver No estamos solos, en Revista Rumbos, año 5, número 218, p.34). 


�  Ley de Firma Digital 25.506, publ. en el B.O. el 20-12-2001 y su regl. por Dec. 2628/2002 y sus modificatorios y complementarios Dec. 78/2002, Dec.624/03, Dec. 1028/03, Dec. 409/05, Dec. 724/06 y la Dec. Administrativa 6/2007.


� La Prueba Informática, La Ley, 1987-A, Sección Doctrina, p.1144 y ss.


� FALCON, Enrique M. , Manual de Derecho Procesal Civil, Astrea, Buenos Aires, 1ª quincena  de febrero de 2005, tº1, p.374 a 375.


� Villegas, citado por Maria Emilia Lloveras, define al servicio de cajeros automáticos como un contrato de cajero permanente, que consiste en “un servicio de caja permanente, de depósitos y de pagos, durante las 24 horas del día todo el año, incluidos los días feriados”. (Ver  La responsabilidad civil en la transferencia electrónica de fondos, en Tercer Coloquio Nacional de Docencia e Investigación en informática y derecho, Córdoba, 6,7 y 8 de abril de 1989,p. 100-101)


� Maria Emilia Lloveras afirma que la transferencia electrónica de fondos “es una operación bancaria que consiste en el traslado de una suma de dinero de una cuenta bancaria a otra, o dentro de la misma cuenta, por medio del empleo de un sistema de computación, a través de ordenes de crédito y de débito”. En tanto, que Chaibainou la define como “todo sistema que realiza automáticamente una transferencia de fondos entre dos o varias cuentas bancarias administradas por un ordenador, sin exigir la creación o la utilización de un soporte no magnético representativo del crédito” (La responsabilidad civil en la transferencia electrónica de fondos, en Tercer Coloquio Nacional de Docencia e Investigación…ob. cit, 92-93).


�  Proyecto de reformas al Código Civil referido al otorgamiento de valor probatorio al Documento Electrónico, p.11 citado por Rosa Avila Paz de Robledo, Documento Electrónico en Actas XVº Congreso Nacional de Derecho Procesal, Córdoba, 16 al 19 de agosto de 1989, tº2, p.532-533.





� Argentina: Leyes Nac.18.327/69, Registro de Estado Civil y Capacidad de las Personas, art. 5(fichas individuales), Ley 18.569/70, Comando en Jefe del Ejercito (todo tipo de documentación), Ley 19.331/72, Mutualidades (archivos, documentos). Y Ley 23.756/89(extensión del Poder Ejecutivo y a sus dependencias p/ documentación administrativa y comercial). 


� La Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Azul (Buenos Aires) - Sala II, 30-04-2002, en la causa 44037 - "Banco Galicia y Bs. As. SA c/Lucero José s/ejecución hipotecaria" se pronuncio a favor del valor probatorio de la prueba de pago por medio electrónico, dado que sostuvo: En idéntico orden de ideas preliminares destaco que "la falta de recibo en la concepción tradicional -lo que no supone admitir interpretaciones desnaturalizantes del pago documentado- se han adecuado a una flexibilización probatoria cuando se efectivizan por medios electrónicos, propios del aporte de la era de la informática" (esta Sala, causa Nº41837, 9/5/00, "Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/Iglesias, Juan Domingo s/Cobro ejecutivo"), derivado de "que el usuario bancario es un consumidor financiero, amparado en el régimen de la Ley de Defensa del Consumidor 24240" (esta Sala, causa Nº43333, 25/10/01, "Bco. de Galicia y Bs.As. c/a. Moroni, Jorge Eduardo. Cobro Ejecutivo", con mi voto).De cualquier modo lo que debe demostrarse es que "el documento de pago debe emanar del acreedor y constituir un comprobante fehaciente y vinculante respecto de la cancelación de la deuda" (Cám. Civ. y Com. Santa Fe, sala 1ª, 15/2/02, "Banco Río de la Plata S.A. c/Pijuan, Marcelo R. y otra", voto Dr.Saux, J.A.2002-I, fascículo Nº10, p.85).El recibo de fs. 53 fue expedido electrónicamente -y por ende carente de firma- con membrete del banco actor y cumplidos los restantes requisitos. Especifica entre otros detalles que el importe de la cuota es de $ 681,42 discriminando los intereses, la amortización de capital, seguro, indicándose la tasa nominal y la efectiva, correspondiente a la cuota pagada Nº4, el 30 de Diciembre de 1992, según da cuenta su sello fechador, (cuota, "cobranza" nº 4) y que determina, claramente, que el saldo a esa fecha (30/12/92) era de U$S 7.573. Ello se corresponde con que el primer vencimiento operó el 3/9/92, por lo que efectivamente ese instrumento reúne los requisitos de pago electrónico. Recientemente esta Sala, con voto de la Dra.De Benedictis, decidió que "en forma genérica es de destacar que el instrumento privado necesita ser reconocido y reconocida la firma (art.1012 C.C.), también queda reconocido el contenido de aquel (art.1028 C.C.). Si bien el documento de (fs. 53, -para el "sub-lite"-) no se halla suscripto por ningún representante de la entidad bancaria, ello se debe a que se trata de recibos que responden a nuevas modalidades de expedición por sistemas mecánicos. Señala Guastavino, en referencia al tema y tomando la conclusión a que se arribara en las Segundas Jornadas Bonaerenses del Derecho Civil, Comercial y Procesal (junio-octubre 1986), que "...de lege lata, los soportes de un sistema computarizado de información prueban contra su dueño ya sea por su lectura en lenguaje natural, ya por su impresión en papel en tanto sea reconocido o se pruebe la pertenencia a ese sistema...". Agrega más adelante que "parece que la plasticidad legal de la noción de instrumentos no firmados y la expresa referencia a cualquier documento que emane del adversario de los arts.1190 y 1191 del Cód.Civ. unidos a las coincidentes acogidas de los sistemas informativos...en materia societaria y tributaria, le brinda a los datos elaborados electrónicamente suficiente cobertura normativa..." ("La Prueba Informática" L.L.1987-A-1149, ésta Cámara Sala I causa 41445, conc. Sala II, causas 41.387 y 42.872), (esta Sala, causa nº 43981, 25/4/02, "Banco Bisel S.A. c/ Ehrt Roberto Cristiano Adolfo y otra s/ Cobro Hipotecario"). 


   Fuente virtual: http://www.fundaciondike.org.ar/legislacion/fallo-pago-medio.htm- Consulta 29-10-2007


.  


� En el Derecho Comercial, la Ley Nac. 22903 (de Sociedades), reforma el art. 61 de la Ley, contabilidad por sistema de computación y Ley Nac. 25.065 (de Tarjeta de Crédito). En el Derecho Tributario, Ley Nac. 23.314, art. 4 dispuso la validez de las registraciones y Ley Nac. 25239, cuyo art. 118 modifica la Ley Nac. 11.683. En el Derecho al Consumidor la Ley Nac.24.240 y sus modificatorias, art. 33, venta por correspondencia. Y en Derecho Civil, el Dec. 165/94, que modifica la Ley de Propiedad Intelectual y Ley 25.036, art. 4 inc.d.


� Ley 25.506/2001 y sus modificatorias: “Art.2.Firma Digital.Se entiende por firma digital al resultado de aplicar a un documento digital un procedimiento matemático que requiere información de exclusivo conocimiento del firmante, encontrándose ésta bajo su absoluto control.


   La firma digital debe ser susceptible de verificación por terceras partes, tal que dicha verificación simultáneamente permita identificar al firmante y detectar cualquier alteración del documento digital posterior a su firma.


   Los procedimientos de firma y verificación a ser utilizados para tales fines serán los determinados por la autoridad de aplicación en consonancia con estándares tecnológicos internacionales vigentes.”





� Ley 25.506/2001 y sus modificatorias: “Art. 5 Firma electrónica. Se entiende por firma electrónica al conjunto de datos electrónicos integrados, ligados o asociados de manera lógica a otros datos electrónicos, utilizado por el signatario como su medio de identificación, que carezca de alguno de los requisitos legales para ser considerada firma digital. En caso de ser desconocida la firma electrónica corresponde a quien la invoca acreditar su validez”.


� Tecnologías digitales. Su impacto en el mundo jurídico en XX Aniversario del Centro de Estudios Judiciales del Superior Tribunal de Justicia del Chaco 1978-1998-Continuando hacia el Tercer Milenio, p.287.


� Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, art. 378


� Estas reglas han sido dadas por la Comunidad Económica Europea y, fueron recogidos en el Informe de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho mercantil (UNCITRAL), publ. en Ref. de la Federación Latino Americana de Bancos Nº60, junio/86, citadas por Viera L.A. y Graciela Bello, Aspectos procesales del fenómeno jurídico informático, ponencia en el XIVºCongreso Nacional de Derecho Procesal, Tucumán 1987, y también referenciadas por Rosa A.Avila Paz de Robledo, Documento electrónico,…ob. cit, .tº2, p.539, 540 y 545. 


� Código Procesal Civil y Comercial de la provincia de Río Negro, Ley 4142, promulgada el 19 de diciembre de 2006, por Decreto 1724/06 y entro a regir a partir del 1 de junio de 2007, alcanzando "a los juicios que se inicien" desde esa fecha y también para "los que se encuentren en trámite, siempre que su aplicación resulte compatible con los actos procesales ya cumplidos y no afecte el derecho de defensa de las partes".


� MERCOSUR, Res. 24/03 del GMC, art. 3 A los efectos  de la presente resolución, se entenderá por:


    1. Firma electrónica: los datos en forma electrónica anexos a otros datos electrónicos o asociados de manera lógica con ellos, utilizados por el firmante como medio de identificación;


    2. Firma electrónica avanzada: la firma electrónica que cumple los requisitos siguientes:


        a) requerir información de exclusivo conocimiento del firmante, permitiendo su identificación unívoca;


        b) ser creada por medios que el firmante pueda mantener bajo su exclusivo control;


  c) ser susceptible de verificación por terceros;


  d) estar vinculada a estos datos de tal modo que cualquier alteración subsiguiente en los mismos sea detectable; y 


  e) haber sido creado utilizando un dispositivo de creación de firma técnicamente seguro y confiable y estar basada en un certificado reconocido y válido al momento de la firma. 


� En el Tratado de Asunción/ 1991, ratificado en Argentina por Ley  Nacional 23.981( B.O. 12-09-1991)  se creó el MERCOSUR, y los Estados Partes fundantes  son: Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay.  A la fecha se encuentra aun en trámite, la reciente incorporación de Venezuela. 





